                   Diagnóstico del Marco Normativo y Grado de Desarrollo en Honduras de la medida preventiva contenida en el artículo III de la Convención Interamericana contra la Corrupción, relativa al sistema o programa de protección a denunciantes de actos o conductas que configuren hechos de corrupción en la administración pública.

A. En el marco normativo nacional, detallándolo jerárquicamente iniciando con la constitución de la República de Honduras, encontramos la siguiente:

1. En la misma no existe disposición o norma alguna referente a la creación o regulación de un sistema o programa para la protección a denunciantes de actos o conductas que configuran hechos de corrupción en la administración pública.

La Constitución de la República de Honduras si tiene los fundamentos para la creación o regulación de un sistema o programa como el descrito en el título III de las declaraciones Derechos y Garantías, capítulo I de las Declaraciones y capítulo II de los Derechos Individuales que están contenidas del artículo 59 y 110,  entre estos podemos mencionar 59, 60,  61, 62, 63, 64, 65, 68, 69, 70, 76, 81, 82, 88, 99, 100. En estos encontramos en el 59, que la persona humana es el fin supremo de la sociedad y del  estado, y todos tenemos la obligación de respetarla y protegerla determinando al final que la dignidad del ser humano es inviolable, el 61 que manifiesta que la Constitución garantiza a los hondureños y extranjeros residentes en el país, el derecho a la inviolabilidad de la vida, a la seguridad individual, a la libertad, a la igualdad ante la Ley y a la propiedad. En el 65 se reporta como garantía individual. El derecho a la vida, el 68 nos expresa “Que toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, síquica y moral. El 76 que garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal, familiar y a la propia imagen. En otros como el 81 que toda persona tiene derecho a circular libremente, salir, entrar y permanecer en el territorio nacional, el 88 que manifiesta que no se ejercerá violencia ni coacción de ninguna clase sobre las personas para forzarlas a declarar. Nos manifestamos sobre el contenido normativo Constitucional en el sentido de que la protección a denunciantes de actos o conductas que figuran hechos de corrupción en la administración pública es en estas garantías donde se pueden ver afectadas en su persona o familiares, en especial su núcleo familiar, como puede determinarse nuestra Constitución es garantista pero necesita desarrollarse generalmente a través  de la Ley.

2. La Convención Interamericana contra la corrupción. Esta fue aprobada mediante Decreto No. 100-98 del Congreso Nacional es fecha Veintiún días del mes de abril de mil novecientos noventa y ocho, y que forma parte de nuestro derecho interno vigente a partir del 15 de mayo de 1998 fecha en que fue publicado en el Diario Oficial La Gaceta. Es así que  al ser parte de nuestro derecho interno de tal manera que la medida preventiva No. 8 contenida en el artículo III del convenio, dice “Sistemas para proteger a los funcionarios públicos  y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno. Es parte del mismo y por tanto debe desarrollarse.

3. Código de procedimientos penales Decreto 189-84 que se aprobó a los veinticuatro días del mes de octubre de mil novecientos ochenta y cuatro, publicado el 27  de febrero de 1985 y entra en vigencia el día 13 de marzo de 1985 por disposición expresa del artículo 485 del mismo.

En éste código de procedimientos penales que está vigente no se encuentran disposiciones en este sentido.

4. Código Procesal Penal decreto No 9-99 E del diez y nueve días del mes de diciembre de mil novecientos noventa y nueve, publicado el 20 de mayo del 2000, por vacación del Ley entrará en vigencia el veinte de febrero del año 2002, con excepción de los artículos que se refieren a la “Asistencia Técnica y Defensa (artículo 15), al criterio de oportunidad “ (título II capítulo II, libro primero a “Casos en que no podrá decretarse prisión preventiva” (artículo 183), a los “Asuntos sobre los que debe recaer la sentencia y sus alcances, prohibición de reforma peroyativa (non reformatio  in pejus)” (artículo 350) y al procedimiento abreviado” (artículos 403 y 404).

En éste código procesal en su Título VII de los medios de prueba, capítulo III. De los testimonios artículo 237, capítulo IV de la pericia artículo 248, capítulo V de otros medios de prueba artículo 253. Que refieren el primero Protección de Testigos. El segundo protección de peritos, el tercero reconocimiento de personas en  rueda.

Si bien se contienen estas disposiciones son de carácter general y no están referidas a protección de denunciantes de actos o conductas que configuren hechos de corrupción en la administración pública. En ésta Ley es de hacer notar que a quien le toca determinar si procede la protección del testigo es al órgano jurisdiccional, por su propia iniciativa o por manifestación del testigo y  la tomará cuando aprecie que racionalmente existe peligro grave (no se conceptúa o define) para la persona o los bienes del testigo, de su cónyuge o compañero de vida, o de un ascendiente, descendientes o hermano de cualquiera de ellos, siempre que sea  consecuencia del testimonio que ha de prestar.

En conocimiento de los expresado por las partes podrá adoptar las medidas que estime convenientes, y ejemplariza tres entre ellas  o tres (3), mismas que son aplicables a los Peritos.

Esta disposición de que la decisión es del órgano jurisdiccional limita la protección del testigo que habrá de esperar a ese momento procesal, sin embargo su riesgo está a partir  del momento de la denuncia que puede darse ante otros organismos fuera del orden del Poder Judicial, 1) Caso del Ministerio Público que tiene a su cargo el ejercicio ineludible y de oficio de la acción penal pública. 2) La Procuraduría General de la República que también debe ejercer  la acción penal en los casos contenidos en el artículo 5 Ley Orgánica de la procuraduría General de la República. b) Lo dispuesto en el Código Tributario artículos 187 y 188. c) En los casos enumerados en el artículo 16 numerales 10, 11 y 12 de la Ley del Ministerio Público.

5. Ley de Organización y atribución de los Tribunales de la fecha 8 de febrero de mil novecientos seis y comenzó su vigencia el 1ro. de marzo de 1906. No contiene disposiciones o regulaciones sobre protección a denunciantes en el actuar del Poder Judicial.

6. Ministerio Público, es organismo profesional especializado creado mediante Decreto No. 328-93 del 20 de diciembre de 1993 y vigente en fecha 6 de enero de 1994, por su publicación en el Diario Oficial La Gaceta, tiene en su estructura una Fiscalía especial contra la corrupción, cuya área de trabajo está determinada principalmente en la investigación y comprobación de hechos que puedan calificarse como delitos de corrupción. Concepto no definido en forma expresa se consideraron como Delitos de Corrupción todos los contenidos en el Código Penal en el título XIII Delitos contra la administración Pública capítulo I Desacato artículo 345, capítulo II desobediencia artículos 346 al 348 y 348 A. Capítulo III Abuso de Autoridad y Violación de los deberes de los funcionarios, artículos 349 al 357, incluyendo 350 A, capítulo IV violación de sellos y documentos artículos 358 al 360 incluyendo 358 A. Capítulo V cohecho articulo 361 al 369, Capitulo V-A que no tiene titulo pero el Doctor Rene Suaso Lagos considera como denominación uso y trafico de influencias artículos 369 A, 369 B, 369 C.  Capitulo VI malversación de caudales públicos articulo 370 al 373 incluyendo 373 A.  Capitulo VII negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones publicas 374 y 375, capitulo VIII fraudes y exacciones I legales artículos 376 y 377, capitulo IX PREVARICACIÓN  artículos 378 al 382, capitulo X Denegación y Retardo de Justicia articulo 383 y 384, capitulo XI Falso Testimonio, Acusación y Denuncia Falsa Artículos 385 al 387, capitulo XIII Evasión artículos 390 al 392 – En el capitulo  XIV de este titulo se expresa a quien se reputara funcionario o empleado publico para los efectos de este código, que es importante para determinar la participación de un servidor publico en el ilícito penal y calificarlo como corrupción, se hace de mayor necesidad en los delitos contenidos en los capítulos XI, XII, XIII.  Conociendo el accionar del Ministerio Publico a través de la Fiscalia Especial contra la corrupción que es en donde se produce y se seguirá produciendo el ejercicio de la acción penal pública, se determina que este organismo es el  que recibe y recibirá el mayor numero de denuncias por actos de corrupción, razón por la cual en base al volumen de denuncias debiera ser el encargado principal del sistema para proteger a lo funcionarios públicos que denuncien actos de corrupción   (en esto debiera agregarse empleados públicos  o usar el termino genérico de servidores en virtud de la connotación distinta que se da en nuestra legislación, entre funcionario publico y empleado publico.-
El Ministerio Publico en los años 1996 -1998 contó con una asignación presupuestaria financiada con fondo USAID para ser utilizada con el propósito de dar protección a denunciantes o testigos de actos de corrupción, que consistió en términos generales en dar alojamiento en lugares determinados por el ministerio publico que se consideraban con ciertos grados de seguridad, se proveía además alimentación, movilización y protección personal y de sus familias por medio de agentes.  Su accionar fue informal y las decisiones al respecto se podían considerar con alto grado de subjetividad.

En lo referente al cambio de identidad de las personas solo puede proponerse a través de la Ley en virtud de que la Ley de Registro nacional de las personas Decreto No. 150 del 17 de noviembre de 1982, que regula los hechos y actos, sujetos de inscripción y del Documento nacional de Identificación,  no permite el cambio.

7. Procuraduría General de la Republica, cuya organización y funciones están contenidas en el Decreto No. 74 del Congreso Nacional del 5 de abril de 1961 – Que también tiene existencia Constitucional en los artículos 228 al 231 de la Constitución de la Republica si bien ejerce la acción penal en casos que señalamos en el numeral 4, en todos esos casos hay un organismo que previamente conoce, en el primero la Contraloría General de la Republica, en el segundo la Secretaria de Estado en los Despachos de Finanzas, por medio de la Dirección Ejecutiva de ingresos. Y el tercero por información del Ministerio Publico.

8. Policía Nacional creada mediante Reforma Constitucional del articulo 293 que dice “La Policía Nacional” es una institución profesional permanente del Estado, apolítica en el sentido partidista de naturaleza puramente civil, encargada de velar por la conservación del orden publico, la prevención control y combate del delito, proteger la seguridad de la personal y sus bienes; ejecutar las resoluciones, disposiciones, mandatos y decisiones legales de la autoridades y funcionarios públicos, todo con estricto respeto a los derechos humanos.

La policía nacional se regirá por Legislación Especial, se desarrolla su legislación especial en el Decreto 156 –9B del 28 de mayo de 1998, publicado en la Gaceta el 18 de julio de 1998  y en vigencia 20 días después.

Como institución profesional permanente del estado y en el marco de sus atribuciones contenidas en el articulo 10 de la Ley, tendrá un papel de actor importante de apoyo en la aplicación de los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y (empleados públicos) ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción.

Acción que podrá ser a través de sus Direcciones Generales de:

1) Dirección General de Investigación Criminal

2) Dirección General de Servicios Especiales de Investigación

3) La dirección General de Policía Preventiva

4) La Dirección General de Servicios Especiales preventivos.

Artículos 11, 30 al 43, 52, 53 y 54 de la Ley Orgánica de la Policía Nacional.  

En la actualidad esta institución no cuenta con sistemas o programas para protección de denunciantes de hechos o actos de corrupción.  

9. Contraloría General de la Republica.  Es un organismo auxiliar del Poder Legislativo con independencia funcional y administrativa, encargado exclusivamente de la fiscalización de la Hacienda Publica, articulo 222 de Constitución de Republica y Desarrollado en el Decreto 224 – 93 que contiene la Ley Orgánica de la Contraloría General de la Republica en vigencia, desde el 29 de diciembre de 1993. Su campo de acción es amplio como se determina en el Titulo III de la organización Capitulo II Jurisdicción y Competencia articulo 22 - Están sujetos a la Jurisdicción y Control de la Contraloría General de la Republica:

1) Los Funcionarios y Empleados Públicos que administren fondos y bienes del Estado;

2) Las Municipalidades;

3) Las dependencias centralizadas del poder Ejecutivo, antes desconcentrados y descentralizado;

4) Las Empresas de Economía Mixta;

5) Las entidades que reciben subvención del Estado.  En estos casos, la fiscalización se limitara a las actividades que se sufraguen con cargo al subsidio o subvención, a menos que la ley disponga otra cosa;

6) Las personas naturales y jurídicas que por cualquier modalidad reciben recursos para suministrar bienes o prestar servicios a cuenta del Gobierno; 

7) Los Fideicomisos constituidos con fondos o bienes del Gobierno central, de las instituciones descentralizadas o desconcentradas o de las municipalidades, cualquiera que sea su finalidad o modalidad;

8) Las personas naturales o jurídicas y los centralistas del Estado que gocen de concesiones, exoneraciones y dispensas fiscales;

9) Los procesos de privatización y el destino de los recursos generados en tales procesos; y 

10) Toda entidad, de cualquier naturaleza, que se costee con fondos públicos o municipalidades o  que reciban subvenciones, subsidios de los mismos o donaciones.

Jurisdicción y Competencia hace de la contraloría un organismo que tendrá siempre casos de corrupción por el trabajo que desarrolla en el sector publico, que sumada al hecho de que la Contraloría General de la Republica puede recibir  denuncias sobre actos de corrupción, hará necesaria la aplicación de sistemas o programas de protección a denunciantes de actos o conductas que configuren hechos de corrupción en la Administración Publica.

Es de hacer notar que Contraloría General de la Republica  pondrá en conocimiento inmediato a la procuraduría General de la Republica, los hechos que den origen a responsabilidades penales, con el fin de que esta entable las acciones correspondientes ante los tribunales de Justicia.

Articulo 45 Ley Orgánica de la Contraloría General de la Republica  “Los hechos que den origen a responsabilidades penales, serán puestos en conocimiento inmediato a la Procuraduría  General de la Republica, sin esperar la finalización a fin de que esta dependencia entable las acciones correspondientes ante los Tribunales de Justicia.

10. La Dirección de Probidad Administrativa es un organismo de control, auxiliar del Poder Legislativo, que tendrá independencia funcional y administrativa articulo 232 Constitución de la Republica, sus atribuciones viene señaladas en el articulo 17 de la Ley Contra El Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos” son                                                                                                                                                                                                                                                                                                                   atribuciones de la Dirección de Probidad Administrativa:

a) Cumplir y hacer cumplir esta ley y su reglamento.

b) Emitir el reglamento de la ley y los necesarios para la aplicación de la misma, y darle la publicidad en el Diario Oficial “La Gaceta”

c) Informar anualmente al Congreso Nacional de la actividades que realice.

d) Examinar las declaraciones y seguir investigaciones en cualquier tiempo sobre la actuación de los funcionarios y empleados públicos en aquellos casos que hubiere merito para ello.

e) Exigir la presentación de declaraciones adicionales de bienes, cuando lo considere conveniente; y 

f) Ejercer todas las demás atribuciones que le compete conforme a esta ley y sus reglamentos.

Esta Dirección de Probidad Administrativa según los artículos 23 y 24 cuando se entere de comisión de delitos contra la propiedad del Estado o conexos con este, por parte de empleados o funcionario públicos procederá a su denuncia por medio de la Procuraduría General de la Republica, de igual forma la Dirección de Probidad Administrativa dará traslado del expediente del informe final a la Procuraduría General de la Republica para que inicie las acciones legales procedentes.

Es así que también requiere de sistemas o programas de protección a denunciantes de actos o conductas que configuren hechos de corrupción en la administración pública.  Sin embargo no tiene disposiciones normativas en tal sentido – 

11. Comisionado Nacional de los Derechos Humanos creada mediante Decreto Ejecutivo No. 26 – 92 del 8 de junio de ese año se emite su ley orgánica el 21 de noviembre de 1995.   Son sus atribuciones velar por el cumplimiento de los Derechos y Garantías establecidas en la leyes vigentes del país.

Prestar atención inmediata y debido seguidamente a cualquier queja sobre violación a los derechos humanos, solicitar información concreta a cualquier autoridad, poder, órgano o institución sobre violaciones a derechos humanos.

Velar por que los actos y resoluciones de la administración publica sean acordes a las leyes, tratados, acuerdos y convenios firmados y ratificados por Honduras; asimismo impulsar la adopción de los mismos en materia de derechos humanos.

Presentar recomendaciones a la autoridades nacionales, para un mejor cumplimiento del ordenamiento jurídico.

Conocer a petición de parte, los casos de violencia que perjudiquen la integridad moral, psíquica y física de todos los miembros de la familia.

Elaborar y desarrollar programas de prevención y difusión en materia de derechos humanos, en los ámbitos políticos, jurídico, económico, educativo y cultural en busca de una mística nacional de protección a los derechos humanos. 

Coordinar cuando sea necesario con instancias u organismos nacionales e internacionales, las medidas relacionadas con la protección de los derechos humanos, incluyendo la seguridad alimentaria de las clases desposeídas y de los niños desprotegidos, así como el respeto a la dignidad e imagen de la persona humana.

En este ámbito de competencia el comisionado puede intervenir de oficio o a petición de parte en aquellos casos originados por abuso de poder, arbitrariedad, error de derecho, negligencia u omisión, e incumplimiento de sentencias judiciales por parte de cualquier autoridad nacional que represente al Estado.

Entre sus acciones ha realizado la de protección a testigos o denunciantes, pero no de corrupción sino en general, en casos puntuales de modo informal al no existir regulaciones, ni asignación presupuestaria para cubrir tales gastos.

CONCLUSIÓN

a) De este análisis de las leyes que norman los diferentes órganos, entes e instituciones y organismos que por su competencia participan en la recepción de denuncias o investigación, ejercicio de la acción penal, nos encontramos que únicamente en el Código Procesal Penal que iniciara su vigencia en el año 2002 el único que contiene disposiciones para la protección de Testigos o de Peritos y de las que participan en el reconocimiento de personas en rueda, articulo 237, 248 y 253.  Pero no están referidos especialmente a la protección de denunciantes de actos o conductas que configuren hechos de corrupción en la administración publica.

Articulo 237 – Protección de Testigos.  Cuando el órgano jurisdiccional, por propia iniciativa o por manifestación del Testigo, aprecie que racionalmente existe un peligro grave para la persona o los bienes del testigo, de su cónyuge o compañero de vida, o de un ascendiente, descendiente o hermano de cualquiera de ellos, como consecuencia del testimonio que ha de prestar, deberá, oyendo a las partes, adoptar las medidas de protección que estime convenientes y, entre ellas, cualquiera de las siguientes:

1) Que no consten en las actuaciones que se lleven a cabo, el nombre, apellidos, domicilio, lugar de trabajo y profesión del testigo  ( que figurando en documento que se guardara en sobre cerrado y sellado, solo serán conocidos por el órgano jurisdiccional, y por el secretario), ni dato alguno que pudiera servir para conocer su identidad y localización, utilizándose para identificarlo en el procedimiento un numero o clave; y,

2) Que comparezcan para la practica de las diligencias procésales, utilizando cualquier procedimiento  que imposibilite su identificación visual normal por el  imputado y por el publico; y

3) Que se fije domicilio, a efecto de comunicaciones, la propia sede del órgano jurisdiccional  interviniente, por cuyo conducto serán enviadas reservadamente a su destinatario.

Articulo 248 Protección de Peritos. Las medidas protectora previstas por el articulo 237 de este código en relación con los testigos, serán aplicables a los peritos que investigan en el procedimiento, siempre que concurran  las circunstancias que aquel precepto tiene en cuenta para su adopción.

Articulo 253 Reconocimiento de Personas en Rueda: para identificar a una persona o para establecer  que quien la menciona efectivamente la conoce o la ha visto, deberá practicarse su reconocimiento, el cual se hará de la manera siguiente:

1) Quien lleve a cabo el reconocimiento, describirá a la persona de que se trate y manifestara si después del hecho que es objeto de investigación, la ha visto de nuevo, en que lugar, por que motivo y con que propósito;

2) Se tomara las previsiones para que el imputado no se desfigure y se le pondrá junto a otras personas que físicamente se la parezcan;

3) Se preguntara a quien lleva a cabo el reconocimiento, si entre las personas a que se refiere el numeral anterior, se halla el imputado y en caso afirmativo, se le invitara para que lo señales en forma precisa; y 

4) Finalmente, quien lleve a cabo el reconocimiento, expresara las diferencias y semejanzas que observe entre el Estado actual de la persona señalada y el que tenia en la época a que se refiere la declaración.

El reconocimiento procederá a un sin el consentimiento del imputado.

Cuando el imputado no pueda estar presente, se podrá utilizar su fotografía u otros registros.

La observación de las personas a que se refieren los numerales 1) y 2), se practicara desde un lugar en el que quien hace la identificación no pueda ser visto por aquel a quien se trata de identificar.

b) Del análisis de las diferentes normas iniciando por la Constitución de la Republica de Honduras, convención Interamericana contra la corrupción aprobada mediante Decreto No. 100 – 98, Código de procedimientos penales, Código Procesal Penal, Ley Organización y Atribuciones de los Tribunales, Ley del Ministerio Publico, Ley orgánica de la Procuraduría General de la Republica,  Ley orgánica de la Policía Nacional, Ley orgánica de la Contraloría General de la Republica, Ley contra el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos y Ley del Comisionado Nacional de los Derechos Humanos y visita de campo a los diferentes organismos, órganos e instituciones de los poderes del Estado que se comprenden en las normas enumeradas, se constato que aparte las regulaciones de la convención en ninguna otra norma de ley, ni reglamentaria se ha regulado sobre sistemas o programas para la protección  a denunciantes de actos o conductas que configuren hechos de corrupción.  Que el Ministerio Publico durante los años 1996 al 1998 contó con fondos en una asignación presupuestaria para esta finalidad, la que fue utilizadas muy informalmente, ya que el uso de la misma no estaba regulada, ni contaba con una organización.  Al igual el Comisionado Nacional de los Derechos Humanos ha realizado actividades de protección a testigos pero no por denuncias de corrupción, no tiene una organización estructurada ni regulada por lo que se considera informal.

RESPUESTAS

3.4

a) No existen disposiciones que hayan creado y regulen un sistema o programa para la protección a denunciantes de actos o conductas que configuren hechos de corrupción en la administración publica.

b) No se encuentran en nuestra legislación normas jurídicas que regulen esta materia en cuanto a la protección a denunciantes de actos o conductas que configuran hechos de corrupción en la administración publica.  En el nuevo Código Procesal Penal que entrada en vigencia en el año 2002 mes de febrero, los artículos 237, 248 y 253, pero no son específicos para actos o hechos de concepción en la administración publica.

c) A la fecha no existe ningún sistema o  programa de protección a denunciantes de actas o conductas de corrupción administrativa.

d) No establece nada sobre esto nuestra Legislación Nacional.

e) No establece nuestra legislación vigente el órgano competente para otorgar la protección solicitada, en el nuevo Código Procesal Penal en el caso de la Protección de Testigos y Protección de Peritos se determina que el órgano competente será el jurisdiccional, pero su accionar no esta referido expresamente a corrupción sino en general.  En cuanto a las medidas solo señala las especificadas en el articulo 237 que aparecen descrita en el literal de las conclusiones, señalando únicamente tres y dejando una cláusula general es decir “adoptar la medidas de protección que estime convenientes”  Pero partiendo de la disposición constitucional contenida en el articulo 321 de la Constitución “Los Servidores del Estado no tienen mas facultades que las que expresamente les confiere la ley.  Todo acto que ejecuten fuera de la Ley es nulo e implica responsabilidad.  “Consideramos que esa cláusula general no tiene mayor efecto, por esa razón si propusiera medidas como las indicadas en su pregunta debieran hacerse en ley con mayor detalle por las regulaciones ya existentes, como el caso de ordenar el Cambio de identidad (Ley del registro Nacional de las Personas, Ley de pasaportes) otras en cambio pueden considerarse en la vía reglamentaria.

f) Al no estar en vigencia el Código Procesal Penal solo se conoce que actualmente el Poder Judicial, el Ministerio Publico y su Policía Nacional  están planificando y haciendo los análisis correspondientes para su participación en la protección de los testigos y delos peritos.

g) Nuestra legislación nacional no señala que el gobierno debe incluir en el proyecto de presupuesto correspondiente las partidas necesarias para la dotación y funcionamiento del programa de protección de denunciantes de o conductas  que configuren hechos de corrupción en la administración publica.

h) Si lo establece en al convención Interamericana contra la corrupción que al ser aprobada por el Congreso Nacional y publicado en el diario oficial “La Gaceta”, paso a formar parte de nuestro derecho interno.

i) Nuestra legislación nacional vigente no contiene un organismo que expresamente tenga dirección y administración de un sistema o programa de protección y mucho menos  que tengan funciones asignadas como los que se citan.

j) No encontré que se este tramitando algún proyecto de normatividad Jurídica relativo a la protección de denunciantes.

k) Considero que la normatividad Jurídica que regula la protección de denunciantes en nuestro país es insuficiente, aun considerando lo dispuesto en el Código Procesal Penal que entra en vigencia en febrero del 2002, considero que seria ineficaz para lograr los fines de servir de instrumento contra la corrupción en la administración publica.  Considero también que existen vacíos y fallas, entre estas que sea el órgano jurisdiccional el que determine la protección al testigo o al perito, porque la denuncia se recibe previamente por otros órganos u organismos y es a partir de ese momento que se necesita la protección, por el tipo de delito en algunos casos los actores principales son funcionarios públicos con cargos de relevancia con participación de empleados de menor categoría, que inclusive pueden participar por temor ante sus necesidades económicas de un empleo o a la amenaza a su persona, familia, a veces haciendo uso de su poder político o económico.  En nuestro derecho penal pasa el caso se considera igual al que da la orden como al que la cumple -  Es el caso del abuso de autoridad, estas disposiciones hacen que autores del delito al cumplir una orden, de la cual no obtuvieron beneficio se abstengan de denunciarla.

Es importante que en esta ley se diera espacio a la revisión de ciertos delitos en el Código Penal.

En otro aparte si consideramos los que dispone nuestra Constitución de la Republica en su articulo 321 “Los Servidores del Estado no tienen mas facultades que las que expresamente les confiere la ley.

Todo acto que ejecuten fuera de la ley es nulo e implica responsabilidad”.  Nos deja claro que algunas de las medidas que deban plantearse, como el cambio de identidad, expedición de ciertos documentos como pasaportes, títulos etc. que están regulados en diferentes leyes como la del Registro Nacional de la Personal, Leyes Educativas, Ley orgánica de la universidad entre otras, impiden tomarlas si no se modifican creando las excepciones que deberán hacerse mediante ley.  Crear por ejemplo la obligación de que se deba incluir en el proyecto de presupuesto correspondiente la asignación presupuestaria suficiente para financiar el Programa de Protección a denunciantes, como se fiscalizarían dichos fondos previendo las medidas para que en ningún caso se revele la identidad de los beneficiarios objeto de protección. Como se incorporarían a la asignación presupuestaria las donaciones sean nacionales e internacionales. Determinación del cual será el órgano u organismo que tendrá la competencia para el manejo del sistema o programa o en su defecto si podrán  actuar otros en este mismo sentido. Personas a quienes se otorgara esta protección, criterios para tomar la decisión, por quien o quienes se tomara, plazos  para resolver, términos para presentar la denuncia respecto a la fecha en que tuvo conocimiento de los hechos.  La realidad que en nuestro país será una experiencia nueva que habrá que validarla cuando se concrete.  Deberá definirse la participación con relación a otros órganos y organismos que por su competencia deban contribuir o apoyar el programa o sistema de protección a denunciantes de actos o hechos de corrupción en la administración publica, debido a los expresado anteriormente por la amplitud de las regulaciones hará una necesidad la reglamentación de la ley.

En nuestra Constitución de Republica articulo 213 “Tienen exclusivamente la iniciativa de ley los diputados al Congreso Nacional, el Presidente de la Republica, por medio de las Secretarias de Estado así como la Corte Suprema de Justicia y el Tribunal de Elecciones, en asuntos de su competencia.

Partiendo de esta disposición constitucional y considerando que el acto jurídico debe ser acto legislativo deberá tramitarse ante el Congreso Nacional presentando el proyecto por uno de los diputados  o por medio del Presidente de la Republica a través de un Secretario de Estado.  (Gobernación y Justicia).

Tegucigalpa, MDC, 01 septiembre año 2000

ABEL A. OBANDO MOTIÑO

